ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2017 00039 01
 ACCIONANTE: JUAN DAVID LÓPEZ RÍOS VS. UARIV 

ASUNTO: CONFIRMA PARCIALMENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 05 de septiembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma parcialmente amparo
Radicación Nro. :
66001 31 87 001 2017 00039 01
Accionante: 
JUAN DAVID LÓPEZ RÍOS

Accionado:
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
PAGO DE LA REPARACIÓN ADMINISTRATIVA / DEBER DE INFORMAR UNA FECHA RAZONABLE PARA EL DESEMBOLSO. [L]a entidad accionada desplegó una conducta ceñida a los lineamientos legales y constitucionales y en consecuencia, no desconoció el derecho fundamental de petición al accionante, lo mismo es predicable del derecho fundamental a la reparación administrativa, pues sería desproporcionado, irrazonable y contrario al principio de la igualdad de las demás  víctimas de desplazamiento forzado,  exigir a la entidad encargada del reconocimiento y pago de la referida indemnización que priorice el desembolso de la prestación reclamada por el actor, toda vez que no quedó acreditado en la foliatura que el accionante se encuentre frente alguna circunstancia urgente o irremediable que amerite la intervención del juez constitucional. (…) [C]on fundamento en el derecho a la reparación individual que le asiste a las víctimas del conflicto armado, esta Sala debe advertir que aun cuando se deben considerar las limitaciones presupuestales que enfrenta el Estado para atender las diferentes solicitudes de dichas víctimas y que no obstante que para el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa la entidad accionada debe contar con los recursos pertinentes,  la UARIV tiene la obligación de indicarle al joven López Ríos una fecha razonable en la cual se hará entrega del valor correspondiente a la reparación administrativa reclamada por esta vía constitucional.

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA



SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cinco (5) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0896
Hora: 3:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la UARIV frente al fallo emitido el 4 de julio de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela instaurada por Juan David López Ríos en contra de esa entidad por considerar vulnerados los derechos constitucionales de vida digna y reparación.
2. ANTECEDENTES 
2.1. Informó el señor Juan David López Ríos que es víctima de desplazamiento  junto con su madre Amanda Lucía Ríos Osorio, a quien en el año 2014 le entregaron indemnización por vía administrativa de $3.000.000, pero debido a que para esa fecha el accionante no contaba con la mayoría de edad, fue el único de su grupo familiar a quien no le hicieron entrega de dicha indemnización.

Indicó que en febrero de 2015 cumplió los 18 años y solicitó el pago de la indemnización administrativa, pero fue negada por cuanto la entidad no tenía presupuesto para tal fin.

Por lo anterior, solicitó que se le tutelara el derecho a la reparación y se ordenara a la UARIV hiciera efectivo su derecho (Fls.1-4)

Adjuntó copia de la cédula de ciudadanía, documentos de la indemnización para la señora Amanda Lucía Ríos Osorno, respuesta al derecho de petición por parte de la UARIV con radicado Nº 201772017974501del señor Ramírez Berrío y de la petición con radicado 2017_1466015 (Fls.6-10).

3. RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS –UARIV-.
Informó que las indemnizaciones se administran de acuerdo a los principios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad fiscal, por lo que  implementación de la ley de víctimas rebasó la planeación presupuestal inicial llevando a las mismas a acudir masivamente a la acción de  tutela con el fin de materializar la prestación económica.  Sin embargo, la UARIV incurriría en faltas e incluso en fraude si emitiera fechas posibles de pago sin contar con disponibilidad presupuestal necesaria para tal fin.

Indicó que la entidad ha mostrado voluntad de dar respuestas a la petición del accionante, pues explicó la situación al señor Juan David López Ríos mediante el oficio radicado Nº 201772017974501 del 24 de junio de 2017 enviado a la KR 29ª 19 05 “AL FRENTE DE LA 133A ROCÍO ALTO”  (Fls 18-20).
Adjuntó copia del a respuesta radicada bajo el No. 201772017974501 (Fl. 21) y de las planillas de envío de correspondencia de la empresa de mensajería 472 (Fls. 22 y 23).

3.2. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social contestó luego de emitido el fallo de primer grado; por lo tanto, no se tendrá en cuenta dicha respuesta, por ser extemporánea (Fls. 30-32)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 4 de julio de 2017, el Juzgado 1º de Ejecución  de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, resolvió tutelar los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas y a la reparación, vulnerados por la Unidad Para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, al señor Juan David López Ríos.  En tal sentido, ordenó a la UARIV que dentro de los 15 días siguientes a la notificación de este fallo, dispusiera lo necesario para el pago de la indemnización administrativa a la que tiene derecho como víctima (Fls. 25-27).
Dicha decisión fue notificada a través de correo electrónico el 6 de julio de 2017 (Fl.28, frente y vuelto).

4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 10 de julio de 2017, la UARIV indicó que si bien el señor Juan David López Ríos se encuentra incluido por el hecho victimizante de desplazamiento forzado desde el 6 de diciembre de 2010, bajo el marco normativo Ley 387 de 1997, la indemnización administrativa por este hecho no está asociada al mínimo vital de acuerdo a diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional en la Sentencia C-753 de 2013 , en la que se pronunció sobre la reparación integral y el principio de sostenibilidad fiscal, puntualizando que es factible plantear estrategias de reparación en plazos razonables y atendiendo a criterios de priorización.

Así mismo, mencionó que existe un gran número de víctimas que cuentan con el mismo criterio de priorización del accionante y con la actual vigencia presupuestal no es posible realizar el giro de los dineros de reparación rápidamente si no cuentan con un presupuesto para ése fin.

Por otro lado, recordó que de acuerdo a los precedentes jurisprudenciales no puede el juez de tutela decidir sobre la procedencia de una indemnización y mucho menor ordenar la entrega de la misma, máxime que el accionante no aportó prueba que acreditara un estado excepcional que permitiera la intervención constitucional como medida de prioridad.

Solicitó que se concediera la impugnación al fallo del 6 de julio de 2017 y como consecuencia, se revocara el fallo de primera instancia y en su lugar, se nieguen las pretensiones del accionante. (Fls. 48-57).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5.  La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
5.7. DEL CASO EN CONCRETO

5.7.1. En el caso sub examine, el joven Juan David López Ríos acudió al juez constitucional con el fin de que se ordenara  a la UARIV que desembolse el valor correspondiente a la indemnización administrativa a la que considera  tiene derecho por ser víctima de desplazamiento forzado, lo cual lleva esperando desde el año 2015 ya que para esa época la respuesta fue que por ser menor de edad  no era posible entregarle esa prestación.
5.7.2.  El Congreso de la República aprobó la ley 1448 de 2011 “por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”, cuyo objeto es “establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3º de la presente ley, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales” y en lo que tiene que ver con las funciones de la UARIV, el artículo 168 de esa norma indica que esa entidad  coordinará de manera ordenada, sistemática, coherente, eficiente y armónica las actuaciones de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas en lo que se refiere a la ejecución e implementación de la política pública de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas y asumirá las competencias de coordinación señaladas en las Leyes 387, 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008, y en las demás normas que regulen la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas
5.7.3. Ahora bien, la Corte Constitucional en la Sentencia T-517 de 2014, definió el concepto de víctima del conflicto armado de la Ley 1448 de 2011 y la imposibilidad de extenderlo, sin más, al de desplazado por la violencia de la Ley 387 de 1997.  
 “Dentro del entramado jurídico que busca hacer frente a las diferentes manifestaciones y consecuencias de la violencia en el país, se encuentran, entre otras, las leyes 387 de 1997, “por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia”, y 1448 de 2011, “por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones”. No obstante la diferencia del objeto entre una y otra[28], lo cierto es que el esquema institucional que había sido diseñado por la Ley 397 de 1997 para atender la población desplazada por la violencia, fue absorbido en buena medida por la Ley 1448 de 2011, con lo cual, entre otras cosas, se afectaron los criterios para ser incluido en el RUV. En efecto, el artículo 3° de la Ley 1448 agregó el elemento de la relación con el conflicto armado para adquirir la condición de víctima, excluyendo, en principio, a quienes fueran objeto de actos de delincuencia común. (…)”  (Subrayas nuestras)

En dicha sentencia, la Corte Constitucional concluyó lo siguiente:

“En síntesis, si bien las leyes 387 de 1997 y 1448 de 2011 contienen elementos en común, como que ambas abordan aspectos relacionados con la violencia, lo cierto es que el universo de personas sobre las que recaen en ocasiones responden a fenómenos distintos. Mientras la Ley 387 se refiere puntualmente a la superación de la condición de vulnerabilidad en la que se encuentran las personas desplazadas, la Ley 1448 se constituye en una ley con enfoque de  justicia transicional que busca remediar, en términos generales, las situaciones acaecidas a las víctimas del conflicto armado, excluyendo otras que puedan darse por delincuencia común. No obstante, la Corte ha señalado que la definición de “víctima” de la nueva disposición debe entenderse como un criterio operativo que define el universo de personas sobre las que recaen las disposiciones de esa norma, sin que ello implique que deban entenderse excluidas otras formas de victimización. En ese sentido, a partir de la concepción amplia que deben tener los conceptos de “víctima” y de “conflicto armado”, el Auto 119 de 2013 dejó claro que es inconstitucional negar la inclusión en el RUV de una persona que afirma ser desplazada, argumentando que los hechos no se dieron “con ocasión del conflicto armado”. 

De conformidad con la norma y jurisprudencia antes transcritas, este Tribunal considera que el joven Juan David López Ríos  al tener reconocida la calidad de víctima por parte de la UARIV, es una persona de especial protección constitucional por parte del Estado y en tal virtud, el A quo decidió amparar sus derechos fundamentales ordenando a la entidad accionante que dispusiera lo necesario para el pago de la indemnización administrativa reclamada.
5.7.4. Por su parte, la UARIV insiste en que ante la existencia de un gran número de víctimas que cuentan con el mismo criterio de priorización del accionante, con la actual vigencia presupuestal no es posible realizar el giro de los dineros de la reparación aludida, circunstancia que le fue comunicada al joven López Ríos el 24 de junio de 2017 a través del oficio No.201772017974501  (Fl. 10). 

5.7.5.  Así las cosas, el contexto fáctico anteriormente relacionado permite inferir que la entidad accionada desplegó una conducta ceñida a los lineamientos legales y constitucionales y en consecuencia, no desconoció el derecho fundamental de petición al accionante, lo mismo es predicable del derecho fundamental a la reparación administrativa, pues sería desproporcionado, irrazonable y contrario al principio de la igualdad de las demás  víctimas de desplazamiento forzado,  exigir a la entidad encargada del reconocimiento y pago de la referida indemnización que priorice el desembolso de la prestación reclamada por el actor, toda vez que no quedó acreditado en la foliatura que el accionante se encuentre frente alguna circunstancia urgente o irremediable que amerite la intervención del juez constitucional.
5.7.6. Sin embargo lo anterior, no obsta para que esta Corporación realice algunas precisiones en el caso bajo estudio.  Según las pruebas allegadas por el accionante, en efecto, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas en el año 2014 giró a la señora Amanda Lucía Ríos Osorno, la que al parecer es su madre, lo relacionado a la reparación por ser jefe de hogar (folio 7), época para la cual el joven López Ríos contaba con 17 años de edad, quedando a la espera de acceder al reconocimiento y pago de la reparación administrativa hasta que cumpliera la mayoría de edad, la que adquirió hace dos años, pues el joven López Ríos tiene actualmente tiene 20 años de edad, lo que se desprende de su fecha de nacimiento, según copia de la cédula de ciudadanía  (folio 5).
5.7.7.  En tal virtud y con fundamento en el derecho a la reparación individual que le asiste a las víctimas del conflicto armado, esta Sala debe advertir que aun cuando se deben considerar las limitaciones presupuestales que enfrenta el Estado para atender las diferentes solicitudes de dichas víctimas y que no obstante que para el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa la entidad accionada debe contar con los recursos pertinentes,  la UARIV tiene la obligación de indicarle al joven López Ríos una fecha razonable en la cual se hará entrega del valor correspondiente a la reparación administrativa reclamada por esta vía constitucional.
 
En consecuencia, se confirmará parcialmente la decisión proferida en primera instancia,  en el entendido de que la orden que se dará a la UARIV es la de que informe al joven Juan David López Ríos una fecha razonable en la que será desembolsado el pago de la indemnización administrativa reclamada.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la decisión proferida el 4 de julio de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, dentro de la acción de tutela interpuesta por el joven Juan David López Ríos en contra de la Unidad para la  Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV.  En tal sentido, SE MODIFICA el numeral 2º de dicho fallo, en el entendido de que la orden que se da a la UARIV es que dentro del término allí indicado, informe al joven Juan David López Ríos una fecha razonable en la que será desembolsado el pago de la indemnización administrativa reclamada  en este trámite constitucional.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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Página 1 de 7

